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por el Ayuntamiento de Sanlúcar la Mayor y copia del plano
de planta del local, así como copia del documento de inicio
de actividad sellada en la Delegación Provincial de la Agencia
Tributaria, del Ministerio de Hacienda, en fecha 11 de abril
de 2000.

Segundo. Con fecha 9 de junio de 2004, se expidió por
el Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía el citado
documento en el que se fijaba un régimen de horario general,
con autorización de apertura de 6,00 a 2,00 horas para la
actividad de Bares.

Tercero. Notificada dicha resolución al interesado, inter-
pone recurso de alzada en tiempo y forma, formulando las
alegaciones que se dan por reproducidas en aras del principio
de eficacia administrativa.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

La Consejera de Gobernación es competente para resolver
los recursos de alzada interpuestos contra las resoluciones
de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma.

Por Orden de 30 de junio de 2004, y de acuerdo con
lo previsto en el artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común (en adelante,
LRJAP-PAC), esta competencia de resolución de recursos
administrativos ha sido delegada en la Secretaría General
Técnica.

I I

Para la resolución del presente recurso hay que tener
en cuenta la existencia de errores en la tramitación de la soli-
citud y en el fundamento legal que se alega para impugnar
la resolución, así como de la Administración en la adopción
de ésta.

Es claro que la solicitud se formuló de forma equivocada
al pedir el otorgamiento de un horario especial para el esta-
blecimiento, cuando la condición de él, «Café-Bar con músi-
ca», autorizaría el horario solicitado dentro de lo que se con-
sidera horario general (artículo 2 apartados 1 f) y 5 de la
Orden de 25 de marzo de 2002, por la que se regulan los
horarios de apertura y cierre de los establecimientos públicos
en la Comunidad Autónoma de Andalucía). La licencia de
apertura otorgada por el Ayuntamiento de Sanlúcar la Mayor
no deja lugar a dudas en cuanto a la actividad autorizada,
así como el resto de los documentos aportados por la solicitante
y que se detallan en el Antecedente Primero de esta resolución.
Por tanto, es claro que debería habérsele autorizado el horario
fijado para los bares con música, que se extiende hasta las
3,00 horas, no pudiendo producirse la apertura antes de las
12,00 horas del día, con independencia del error en que
incurría la solicitud al solicitar un horario en régimen especial.

También se ha producido un error al formular el presente
recurso, que insiste en la solicitud de horario especial con
fundamento legal en la Orden de 14 de mayo de 1987, dero-
gada por la actualmente vigente de 25 de marzo de 2002,
citada en el párrafo anterior. Las alegaciones que formula no
son atendibles por ello, aunque sí hay que reconocer que
el documento de titularidad, aforo y horario de establecimientos
públicos debe modificarse para fijar el horario adecuado a
la categoría del establecimiento a que se refiere.

Por todo ello, vistos los preceptos legales citados y demás
de general aplicación

R E S U E L V O

Estimar el recurso interpuesto por doña Natalia State, en
nombre y representación de Zamora y Maqueda, S.L., contra
la resolución del Sr. Delegado del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Sevilla, de 9 de junio de 2004, por la que se
expedía el documento identificativo de titularidad, aforo y hora-
rio de establecimientos públicos del denominado «Cafetería
Casablanca» del municipio de Sanlúcar la Mayor, dejándolo
sin efecto, debiendo autorizarse el horario solicitado de 16,00
a 3,00 horas, en régimen general de horarios y por tratarse
de un Café-Bar con música.

Notifíquese la presente Resolución al interesado con indi-
cación de los recursos que caben contra ella. El Secretario
General Técnico. Fdo. Rafael Cantueso Burguillos.

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Sevilla, 19 de septiembre de 2005.- El Jefe del Servicio,
Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don Francisco José
Rando Postigo, en nombre y representación de Zugasti,
Romero y Postigo Rando, S.C., contra otra dictada por
el Delegado del Gobierno en Málaga, recaída en el
expediente 53/04.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Francisco José Rando Postigo en nombre
y representación de Zugasti, Romero y Postigo Rando, S.C.,
de la resolución adoptada por el Secretario General Técnico,
al recurso administrativo interpuesto, contra la dictada por el
Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga,
por la presente se procede a hacer pública la misma, al no
haberse podido practicar en su domicilio reproduciéndose a
continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En la ciudad de Sevilla, a siete de junio de dos mil
cinco.

Visto el recurso de alzada interpuesto, y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El día 22 de enero de 2004 el Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga acordó la ini-
ciación de expediente sancionador contra Zugasti, Romero y
Postigo Rando, S.C., como titulares de la empresa La Milhoja
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por carecer de libro de hojas de reclamaciones y no ser visibles
los precios de los pasteles.

Segundo. Tramitado el expediente en la forma legalmente
prevista, el 16 de junio dictó resolución por la que se le impone
una sanción de 200 euros por infracción a los artículos 2
y 5 del Decreto 171/1989, de 11 de julio, por el que se
regulan las hojas de quejas y reclamaciones de los consu-
midores y usuarios en Andalucía, tipificada en los artículos
34.10 y 35 de la Ley general para la defensa de consumidores
y usuarios y 3.3.6 y 6 del R.D. 1945/1983, de 22 de junio,
por el que se regulan las infracciones y sanciones en materia
de defensa del consumidor y de la producción agroalimentaria.

Tercero. Notificada la resolución el 26 de junio, el inte-
resado interpuso el 21 de julio recurso de alzada, alegando
incompetencia del Delegado del Gobierno.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente,
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso,
a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP-PAC),
y 39.8 de la Ley del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto del
Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre reestructuración
de Consejerías y el Decreto 199/2004, de 11 de mayo, por
el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de
Gobernación.

Segundo. Alega la incompetencia del Delegado del Gobier-
no por ser competente para sancionar el Director General de
Consumo, aludiendo para ello al artículo 11.c) de la Estructura
de la Consejería de Consumo, en la redacción dada por el
Decreto 373/2000, de 28 de julio, según el cual, dice, se
atribuye a esa Dirección General “el ejercicio de la actividad
sancionadora”. Sin embargo, la citada disposición dice tex-
tualmente que lo que le corresponde es la planificación, pro-
puesta de ordenación y coordinación de las actividades de
control de los bienes de consumo y del ejercicio de la actividad
sancionadora, así como la coordinación de la red de alerta
de consumo. Es decir, su competencia es coordinar la actividad
sancionadora, no la citada actividad en sí, salvo cuando la
tiene atribuida por la cuantía de la sanción.

En cuanto a la competencia para iniciar el expediente,
el art. 35.2 de la Ley 5/1985, de 8 de julio, de los Con-
sumidores y Usuarios en Andalucía establece los órganos com-
petentes para la imposición de sanciones e incoación de expe-
dientes, en el apartado d) dispone que “Los Delegados Pro-
vinciales de la Consejería de Salud y Consumo, para la incoa-
ción de expedientes e imposición de sanciones de hasta
100.000 ptas.”.

La Disposición Final 3.ª de dicha Ley establece que “El
Consejo de Gobierno podrá actualizar la cuantía de los límites
sancionadores a que se hace referencia en el art. 35 de la
presente Ley”. Es decir la propia Ley realiza una deslegalización
en esta materia, autorizando al Consejo de Gobierno a esta-
blecer nuevos límites.

El Decreto 174/1990, de 5 de junio, por el que se dis-
tribuyen competencias en orden a la tramitación y resolución
de expedientes sancionadores en materia de Sanidad y Con-
sumo, establece en su exposición de motivos literalmente que
“De otro lado, la Ley 5/85, de 8 de julio, de Defensa de
los Consumidores y Usuarios en Andalucía, en su Disposición
Final Primera número tres, establece que el Consejo de Gobier-
no podrá actualizar la cuantía de los límites sancionadores
a los que se hace referencia en el artículo 35 de dicha Ley,
y la Ley General de Sanidad, Ley 14/86 de 25 de abril, en

su artículo 36, regula la graduación de las multas con que
pueden ser sancionadas las infracciones en materia de
sanidad.

En base a todo lo expuesto, se hace preciso, en la actual
situación, efectuar la distribución de competencias, en orden
a la incoación y resolución de expedientes entre los distintos
órganos de la Consejería de Salud y Servicios Sociales.”.

Ya el artículo 1 del Decreto 71/1994, de 29 de marzo,
por el que se distribuyen competencias en orden a la tra-
mitación y resolución de expedientes sancionadores en materia
de salud y consumo dispone que:

“1. La incoación de expedientes sancionadores en materia
de salud y consumo corresponderá al titular de la Delegación
Provincial de la Consejería de Salud en cuyo territorio se cometa
la infracción o, en su caso, tuviese su sede la firma o razón
social que conforme a las reglas del artículo 27 de la Ley
General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, fuera
responsable de la misma.

2. En el supuesto de que la infracción sea cometida contra
los derechos e intereses de los consumidores y usuarios ubi-
cados en distintas provincias de la Comunidad Autónoma de
Andalucía y el infractor tuviese su domicilio social fuera de
dicho ámbito territorial, corresponderá al titular de la Dirección
General de Salud Pública y Consumo la designación de la
Delegación Provincial de la Consejería de Salud en que se
llevará a cabo la incoación del oportuno expediente sancio-
nador, acumulándose en la misma, en su caso, las actuaciones
practicadas en otras provincias de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, de acuerdo con lo establecido en el artículo
73 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.”

Y en el artículo 2:

“Las funciones de instrucción de expedientes sanciona-
dores se realizarán por la Sección correspondiente por razón
de la materia, de la Delegación Provincial competente que
corresponda.”

Y el artículo 3:

“1. En el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma
de Andalucía, serán competentes para la resolución de expe-
dientes sancionadores e imposición de sanciones en las mate-
rias a que se refiere el presente Decreto los titulares de los
siguientes órganos:

a) Delegación Provincial de la Consejería de Salud, para
las sanciones de hasta 1.000.000 de ptas.

b) Dirección General de Salud Pública y Consumo de
la Junta de Andalucía, para las sanciones comprendidas entre
1.000.001 ptas. y 5.000.000 de ptas.

c) Dirección General de Coordinación, Docencia e Inves-
tigación de la Junta de Andalucía, para las sanciones com-
prendidas entre 1.000.001 ptas. y 5.000.000 de ptas.

d) Consejería de Salud para las sanciones comprendidas
entre 5.000.001 ptas. y 25.000.000 de ptas.

e) El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía para
las sanciones desde 25.000.001 ptas. hasta 100.000.000
ptas., pudiendo rebasar dicha cantidad hasta alcanzar el quín-
tuplo del valor de los productos o servicios objeto de la
infracción.”

El Decreto 71/1994, de 29 de marzo, por el que se dis-
tribuyen competencias en orden a la tramitación y resolución
de expedientes sancionadores en materia de salud y consumo
derogó el Decreto 174/1990, de 5 de junio, del que trae
causa; consecuencia de todo lo anterior es que no existe la
falta de competencia alegada en el recurso, ya que el Delegado
Provincial sí tiene competencia tanto para la incoación, como
la instrucción y como la resolución, de conformidad con el
Decreto 71/1994, de 29 de marzo, en relación con el Decreto



BOJA núm. 195Página núm. 76 Sevilla, 5 de octubre 2005

174/1990, de 5 de junio, que se basó en la Disposición Final
3.ª de la Ley 5/1985, de 8 de julio, de los Consumidores
y Usuarios en Andalucía, de acuerdo con el Decreto del Pre-
sidente 132/1996, de 16 de abril, sobre reestructuración de
Consejerías de Trabajo e Industria.

En la resolución del presente recurso se ha tenido en
cuenta lo dispuesto en la disposición transitoria de la Ley
13/2003, de 17 de diciembre, de defensa y protección de
los consumidores y usuarios de Andalucía, que reitera lo dis-
puesto en el 128.2 de la LRJAP-PAC sobre la aplicación de
las disposiciones sancionadoras más favorables, al haber entra-
do en vigor después de la iniciación del procedimiento
sancionador.

Vistos los preceptos citados, y demás disposiciones con-
cordantes y de general aplicación,

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Fran-
cisco José Rando Postigo, en representación de Zugasti, Rome-
ro y Postigo Rando, S.C., contra la resolución del Delegado
del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga recaída
en el expediente 53/04, y en consecuencia mantener la misma
en sus propios términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico. Fdo.: Rafael Can-
tueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Sevilla, 19 de septiembre de 2005.- El Jefe del Servicio,
Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don Abraham Aliko
Haldo, en nombre y representación de Recreativos
Macarena, S.L. contra otra dictada por el Delegado
del Gobierno en Sevilla recaída en el expediente
SE-11/04-MR.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Abraham Aliko Haldo en nombre y repre-
sentación de Recreativos Macarena, S.L. de la resolución adop-
tada por el Secretario General Técnico, al recurso administrativo
interpuesto, contra la dictada por el Delegado de Gobierno
de la Junta de Andalucía en Sevilla, por la presente se procede
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en
su domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla a 7 de junio de 2005.

Visto el recurso interpuesto y sobre la base de los
siguientes

ANTECEDENTES

Primero. Como consecuencia de actas de denuncias for-
muladas por la Unidad de Policía adscrita a la Comunidad
Autónoma, la Delegación del Gobierno incoó expediente san-
cionador contra la entidad Recreativos Macarena, S.L., como
titular de quince máquinas recreativas de tipo B instaladas
y en funcionamiento, sin contar con los permisos de explo-
tación e instalación, en los establecimientos públicos deno-
minados “Salón de Juegos Recreativos Macarena”, “Bar
Damasco” y “Cervecería Damasco”, por supuesta infracción
de la normativa contenida en la Ley 2/1986, de 19 de abril,
del Juego y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalucía
(en adelante, LJACAA) y en el Decreto 491/1996, de 19 de
noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de Máquinas
Recreativas y de Azar (en adelante, RMRA).

Segundo. Tramitado el expediente de conformidad con
el procedimiento legalmente establecido, el Sr. Delegado del
Gobierno dictó resolución por la que se le imponía la sanción
de multa por importe de sesenta mil (60.000) euros por la
comisión de quince infracciones tipificadas y calificadas como
graves en los artículos 29.1 de la LJACAA y 53.1 del RMRA,
consistentes en “La organización, práctica o celebración, ges-
tión o explotación de juegos y apuestas careciendo de alguna
de las autorizaciones administrativas que reglamentaria y espe-
cíficamente se establecen para cada juego, así como el permitir
o consentir, expresa o tácitamente, la celebración de estos
juegos o actividades en locales o recintos no autorizados o
mediante personas no autorizadas”, al considerarse probados
los hechos constatados en el Antecedente Primero de esta
resolución.

Tercero. Notificada dicha resolución al interesado, inter-
pone recurso de alzada en tiempo y forma, formulando las
alegaciones que se dan por reproducidas en aras del principio
de eficacia administrativa.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

La Consejera de Gobernación es competente para resolver
los recursos de alzada interpuestos contra las resoluciones
de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma.

Por Orden de 30 de junio de 2004, y de acuerdo con
lo previsto en el artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común (en adelante,
LRJAP-PAC), esta competencia de resolución de recursos
administrativos ha sido delegada en la Secretaría General
Técnica.

II

El recurrente admite la comisión de las infracciones por
las que se impone la sanción mostrando disconformidad, en
cambio, con la sanción impuesta, que considera excesiva a
la vista de las circunstancias que concurren y que, a su juicio,
serían atenuantes a tener en cuenta a la hora de determinar
el importe de las multas. En este sentido, pone de manifiesto
su colaboración con la Administración durante la tramitación
del expediente, en la regularización administrativa y a efectos
fiscales de las máquinas afectadas y en problemas internos
de coordinación de la entidad, a la hora de formalizar la docu-


